Comisión Investigadora para estudiar y 


conveniencia de gastos realizados por determinados Versión Taquigráfica N* 705 de 
entes autónomos y servicios descentralizados 2006 
entre el 1” de marzo de 2000 y el 1? de marzo de 2005 


Carpeta N* 694 de 2005 


SADUF 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 10 de agosto de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Carlos Varela Nestier. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Eduardo Brenta, Jorge Pozzi, Juan Andrés Roballo 
y Javier Salsamendi. 


ASISTE: Señor Representante José Carlos Mahía. 


INVITADA: Señora ex Gerenta de SADUE, contadora Graciela Pérez Montero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Vamos a dar comienzo al trabajo del día de hoy de la Comisión Investigadora. 


Quiero comunicarles que fue citado para concurrir a la hora 9 el señor Ariel Lausarot, quien en su momento 
fuera integrante del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay. Hasta ayer a última hora la señora 
Secretaria hizo varias llamadas a los efectos de confirmar su presencia. En las últimas horas del día de ayer, 
el señor Lausarot confirmó haber recibido la invitación y toda la documentación que se le envió, incluyendo 
las auditorías del Banco Hipotecario del Uruguay, pero nunca confirmó que acudiría a este ámbito. Por la vía 
de los hechos, evidentemente, se ha establecido su voluntad de no concurrir a la Comisión. 


SEÑOR BRENTA.- La semana pasada hicimos un planteo con relación a citar nuevamente al ex 
Presidente del Banco Hipotecario del Uruguay, Ariel Lausarot porque, fundamentalmente, queríamos 
hacerle algunas preguntas en cuanto a la asignación de recursos destinados a gastos de publicidad y 
donaciones del propio Banco Hipotecario del Uruguay. También queríamos preguntarle acerca de 
algunos datos que están confirmados en las auditorías y que hemos recibido, respecto a la asignación 
de recursos a entidades y medios de prensa del departamento de Colonia. De 376 resoluciones de 
asignación de recursos -mientras él era Presidente de Banco Hipotecario del Uruguay-, 93, es decir, un 
25%, corresponden solo al departamento de Colonia, donde el señor Lausarot era candidato a 
Diputado, departamento por el que fue electo. No se explica por qué razón Colonia tiene una 


asignación mayor que otros departamentos del país. Mientras Colonia tiene 93 asignaciones, Florida 
tiene 6 y Río Negro 5. A su vez, tiene entre veinte y cuarenta veces más recursos asignados que otros 
departamentos. De US$ 600.000 de asignación discrecional hecha en ese período, tiene 20 veces más 
que San José y cuarenta veces más que Salto, cuando en realidad esto no se corresponde para nada con 
las inversiones, con la población, ni con cualquier clase de medida que uno pueda tomar con relación a 
criterios para la asignación de publicidad. 


Hace unos cuatro años, por el año 2001, se conoció públicamente que por una resolución del Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay de 17 de abril de 2001, se adjudicó una pauta publicitaria a una radio de 
Colonia, "Amanecer FM", entre tantas otras. El dato relevante es que con posterioridad surgieron 
informaciones de prensa que vinculaban desde el punto de vista comercial directamente al ex Presidente del 
BHU con esta radio. Se trataba de vínculos de carácter empresarial. Lo cierto es que si bien nunca se contestó 
ningún pedido de informes realizado por este Parlamento en oportunidad de conocerse esta información, al 
poco tiempo, por una nueva resolución del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, se dejó sin efecto 
la asignación de publicidad a este medio de comunicación, al cual se había vinculado en forma directa con el 
ex Presidente Lausarot. Dados estos elementos -situaciones que realmente nos producen muchísimas dudas? 
y otros hechos que no están en el análisis de esta Comisión Investigadora, pero que también fueron de 
público conocimiento, con relación a algunos pases en comisión que el entonces Diputado Lausarot tuvo aquí 
en el Parlamento, finalmente diversas resoluciones de la bancada del Frente Amplio de ese entonces, así 
como del Directorio del Partido Nacional, establecieron la necesidad de la separación del cargo del Director 
Lausarot del Banco Hipotecario del Uruguay, medida que finalmente fuera adoptada por parte del entonces 
Presidente de la República. 


Dada la gravedad de estos hechos -que entendemos deben ser analizados en su momento en otro ámbito, no 
en este-, nos hubiera gustado poder realizar estas consultas en forma directa a alguien que, además, en la 
Legislatura que comenzó en 1995 fue Diputado y que descontábamos iba a hacerse presente en una Comisión 
Investigadora del Parlamento. Parece que nos equivocamos nuevamente y que otra vez el señor Ariel 
Lausarot resolvió no comparecer ante esta Comisión Investigadora. Por ello, nos parecía importante que estas 
consideraciones figuraran en la versión taquigráfica, a los efectos del trámite que finalmente entendamos 
conveniente dar a toda esta investigación. 


(Ingresa a Sala la contadora Graciela Pérez Montero, ex Gerenta General de SADUF) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión Investigadora le da la bienvenida a la contadora Pérez 
Montero y agradece la deferencia que siempre ha tenido y la prontitud con que ha respondido por 
segunda vez a nuestra invitación. En la primera visita concurrió en su carácter de ex Presidenta del 
Banco Hipotecario y en esta oportunidad, tal como le informamos, la hemos citado por su trabajo 
como ex Gerenta General de SADUF. Creo que ha podido acceder a las versiones taquigráficas donde 
se la ha mencionado en reiteradas oportunidades; por ello su comparecencia fue solicitada por algunos 
señores legisladores, a los efectos de aclarar algunos puntos. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Tuve oportunidad de leer los textos de las versiones taquigráficas con 
las declaraciones de algunos de los ex Directores y, realmente, quería hacer algunas precisiones, porque 
es obvio que ha habido algunos malos entendidos y desconocimientos. No recuerdo exactamente 
cuándo los señores Fuica y Maristán accedieron al Directorio de SADUF. Realmente, no lo recuerdo. 
Sin embargo, sí recuerdo las circunstancias lamentables en las cuales se suscitaron los problemas con la 
empresa Glenby S.A. No solo fue por la empresa Glenby S.A. en particular, sino por todo el contexto en 
el cual nació el Plan Fénix; no nació en una mala época -era el año 1998- pero hay que tener en cuenta 
que, lamentablemente, se hizo un procedimiento de licitación internacional a los efectos de hacer un 
doble contrato. No sé si tienen conocimiento pero, en realidad, la licitación implicaba un doble 
contrato, teniendo en cuenta las características del patrimonio histórico de la EGA, la ex Estación 
General Artigas. Ello implicaba la venta de los padrones correspondientes a la ex playa de maniobras - 
seis hectáreas aproximadamente- y la concesión por un plazo de treinta años con determinadas 
obligaciones, tanto de hacer en la playa de maniobras como de hacer en la EGA; en este segundo caso 
se trataba de un contrato de concesión. 


En principio, había varios interesados -creo que eso sí lo comentó el arquitecto Crispo Capurro en su 
momento-, pero luego se presentó uno solo. El jurado interviniente fue nombrado directamente por el Banco 
Hipotecario, que pagó sus honorarios. SADUF no intervino en el nombramiento de los jurados ni en el pago 
de sus honorarios. De acuerdo con los estudios que hizo esa Comisión bastante grande -creo que estaba 
integrada por siete u ocho miembros-, a través de un estudio de tres etapas se llegó a la conclusión de que se 
podía conceder la licitación a la empresa Glenby S.A. 


Recuerdo a los señores Diputados que SADUF no tenía abogados ni escribanos, lo cual implicó que en su 
momento los contratos -por lo que recuerdo- fueran realizados directamente por los asesores jurídicos y 
notariales del Banco. Según recuerdo, participaron en su momento el doctor Carlos Daniele -creo que era el 
Secretario Letrado del Banco en ese momento- y la escribana Miriam Saldivia. En su momento eran cuatro 
contratos. No soy abogada pero, obviamente, he tomado una cuantas materias relativas al derecho a lo largo 
de mi carrera. Sin embargo, reitero que no soy abogada ni escribana, pese a que tengo dos hermanas que sí lo 
son. De todas formas, honestamente, creo que los contratos estaban muy bien redactados. Eso es lo que 
puedo opinar, no como abogada ni escribana, sobre esos cuatro contratos. Uno de ellos refería a la concesión 
de la EGA; otro era de la compraventa de la ex playa de maniobras y, a su vez, tenía incluido un contrato de 
hipoteca sobre el mismo predio de la playa para el caso de incumplimiento de pago; un tercer contrato era de 
obligaciones de hacer sobre la playa de maniobras y un cuarto contrato era de garantía por incumplimiento de 
las no obligaciones de hacer en la playa de maniobras, con una garantía de tres millones y medio sobre un 
inmueble en Punta del Este, que era propiedad del señor Barboni. 


Esos cuatro contratos implicaban la entrega de esos predios en un plazo de aproximadamente seis meses, es 
decir, en marzo de 2002. 


En marzo de 2002, AFE continuaba en la EGA, lo cual motivó una prórroga de plazo de entrega de sesenta 
días, si mal no recuerdo, que también vencía en mayo, cuando todavía AFE no se había retirado de la EGA. 
En ese entonces, no estaba el arquitecto Crispo Capurro porque se encontraba de viaje. Honestamente, por 
conversaciones con el Banco, sospecho -no me consta en forma directa, pero he escuchado al doctor Abdala 
hacer comentarios y no tengo por qué no creerle- que en ningún caso los Gerentes -estoy hablando de mi 
persona como de los restantes Gerentes- participaron directa ni indirectamente en las negociaciones; en 
ningún caso. Sí se nos pidieron informes y los hicimos, los cuales eran entregados con copia a todos los 
integrantes del Directorio firmados, como se acostumbra en todos lados -uno se hace responsable de los 
informes técnicos que hace y por lo tanto los firma-; sí opinamos, tanto la Gerencia Técnica como la 
Gerencia Económico Financiera y quien habla, que realmente estábamos de acuerdo con los informes 
técnicos arquitectónicos, en un caso, y con los informes técnico financieros, en otro, y realizamos diversas 
propuestas. Por ejemplo, el pago estaba en dólares y existía el problema de la crisis de 2002; por ello 
habíamos propuesto diversas alternativas, como pasar a ajustar por IPC, establecer como tasas el promedio de 
las que aplicaba el Banco Central y una cantidad de otras propuestas estableciendo qué implicaban con 
respecto al contrato original. Me consta que la Gerencia Técnico Arquitectónica también propuso hasta la 
extensión de plazos, que podía darse en la medida en que no había habido otros interesados. Es decir que 
ningún otro interesado podía sentirse menoscabado en sus derechos; por motivos muy obvios -la crisis de 
2002 había sido muy fuerte- se podía extender el plazo de construcción de las obras que estaba previsto 
originalmente para siete años manteniendo la totalidad de las obras, como estaba previsto en el contrato 
original. 


Reitero que nosotros no participamos en la negociación. Soy consciente de que es muy fácil criticar el lunes 
lo que se hizo el domingo, sabiendo lo que pasó. Sin embargo, soy consciente de que todas las Gerencias 
Técnicas propusimos soluciones diferentes a las que se llegó. 


Reitero que no participamos en las negociaciones ni sabemos cuán duras fueron; realmente, no lo sabemos. Sí 
conocemos el resultado de la negociación. En las negociaciones -que creo que fueron en junio de 2002- se 
derogan determinadas garantías que estaban incluidas en esos cuatro contratos. Me refiero, básicamente, a la 
condición resolutoria que implicaba que si la empresa constructora no cumplía con las obligaciones de hacer 
en un plazo de siete años, caían automáticamente los contratos. La cláusula de indivisibilidad que se había 
establecido recíprocamente en los cuatro contratos -básicamente en dos contratos, en los de compraventa y en 
los de obligaciones de hacer de la concesión— establecía que en caso de incumplimiento de alguno de los 
dos contratos -cualquiera de ellos- caían ambos en forma conjunta. Se mantuvo la garantía hipotecaria, tanto 
de la compraventa como de las obligaciones de hacer y se estableció un nuevo plazo para la entrega de los 


bienes, que creo que era por setiembre. En setiembre se entrega parte de la EGA. Hay un acta de constatación 
de entrega de parte de la EGA a Glenby y se pacta la entrega total para diciembre de 2002. 


En diciembre de 2002 se fija una prórroga hasta el 20 de febrero de 2003; el 21 de febrero prácticamente AFE 
ya estaba instalada donde está ahora, es decir, donde era la ex Cámara de Industrias; la entrega se pacta para 
el 20 de febrero. En esa fecha creo que, prácticamente, no quedaba nada en la EGA; es posible que quedara 
algún vagón. El 21 de febrero es intimada SADUF por parte de Glenby para que se haga entrega de la EGA. 
Había plazos establecidos en el contrato de quince días hábiles para la contestación en caso de intimación. A 
los tres días, creo que el 24 o el 25 de febrero, SADUF contesta por telegrama colacionado a la empresa, 
diciendo que está en condiciones de entregar EGA el 28 de febrero que, si mal no recuerdo, era el último día 
del mes, a la hora 12 y 30. 


Recuerdo que entre las condiciones para la entrega estaba el relevamiento de un inventario. Esto es obvio; no 
recuerdo cuántos metros cuadrados tenía la EGA -no quiero mentir ahora y decir una cifra que no recuerdo-, 
y en seis hectáreas no había mucho, sí lo había en la Estación. A la hora 12 y 30 concurrió la escribana. 
Reitero que SADUF no tenía escribano pero, en su momento, creo que el doctor Abdala solicitó la presencia 
de la escribana del Banco, Miriam Saldivia. Por lo que tengo entendido, aunque yo no concurrí, creo que 
fueron el doctor Abdala, el señor Bolognini y otro Director, y por la empresa asistió exclusivamente el señor 
Barboni y su escribano o escribana. Según el acta de constatación, había tres vagones en la vía central y por 
esa razón, él aduce que no va a aceptar la EGA. Se le dijo que los vagones iban a ser retirados en la tarde y 
que volviera a la hora 20 o 21, cuando ya no iban a estar. Nuevamente, se concurre a la hora 21 o 22 del 
mismo día y los vagones no estaban. No había nadie de parte de Glenby y se levantó un acta de constatación. 
En realidad, fueron dos actas por las que AFE hace entrega total, completamente libre de la EGA a SADUF. 
Eso es lo que pasó hasta esa fecha. 


Me asombra que algún Director diga que tengo ánimo de juicio, primero porque no era Directora en ese 
momento; las decisiones las tomaba siempre el Directorio, los Gerentes Generales no tomábamos decisiones 
de ningún tipo, menos aún en SADUF, donde yo no tenía potestades ni siquiera para ordenar gastos mayores 
a $ 2.000 mensuales. Si no tenía potestades para gastos mayores, mal podía tenerlas para tomarlas en cuanto 
a gastos de millones de dólares. Por otra parte, nunca lo hice. No estaba en mis potestades ni en mis 
funciones. Me extraña, precisamente, que se diga que yo era la promotora del juicio cuando, en realidad, la 
primera en ser intimada fue SADUF. Glenby es la que intima a SADUF en marzo por la entrega de los 
bienes. Al mes, lleva adelante lo que jurídicamente se denomina una contrademanda, en la cual solicitan la 
rescisión de los contratos por incumplimiento y daños y perjuicios. 


Esquemáticamente, esta es la historia de las situaciones. Eso fue lo que ocurrió con respecto a la situación de 
SADUF y de Glenby. 


Reitero que quien habla y las Gerencias Técnicas nunca participaron en negociaciones directas. Ello no 
significa que uno se quiera sacar el sayo de la responsabilidad. La gente que me conoce sabe que no me saco 
ninguna de las responsabilidades que me competen. Las asumo con total propiedad. Si me equivoco, me 
equivoco; y si no me equivoco, no me equivoco. 


También asumo la responsabilidad como asesora. Sé que es muy fácil asesorar porque como asesor uno no 
tiene responsabilidades. Quien toma la decisión es otro, que es asesorado por uno. Por lo tanto, uno tiene la 
doble responsabilidad de asesorar lo mejor que puede técnicamente porque sabe que la responsabilidad es de 
otro. De manera que la responsabilidad íntima de uno es doble: por no equivocarse y por no hacer equivocar 
a otro. 


Creo que en ese momento todas las Gerencias nos cuidamos mucho de proponer distintas soluciones. 
Presentamos varias alternativas teniendo en cuenta los intereses de SADUF y del Banco Hipotecario -que era 
el único dueño de SADUF-, tratando de defender de la mejor manera los intereses del Banco y de SADUF. 


Con respecto al señor Barboni, no lo conocía. Si mal no recuerdo, recién lo conocí el día que se presenta para 
el llamado de esta licitación internacional que se abre en el Banco Hipotecario. Así que mal puedo tener 
predisposición en contra de una persona a la que no he visto en toda mi vida. Después, cuando accedo al 
Banco Hipotecario, me entero, por obvias razones, de otras cosas, es decir, de relaciones que había tenido 
este señor a través de cuatro empresas con distintos nombres -ya sea, Amiga Sociedad Anónima, José 
Fernando Barboni Construcciones, Barboni Construcciones, y no sé si otra más- durante décadas -creo que 


desde la del noventa- con el Banco. Posteriormente, en el Banco nos enteramos de que en principio había 
tenido varias situaciones conflictivas con la institución, que se retrotraían a la década del noventa; de las 
primeras que nos enteramos eran de esa década, pues se dieron en 1996 y en 1997 con unos complejos en 
Rocha, si mal no recuerdo. Después nos enteramos de otros problemas que existían con otros complejos en 
Canelones que están sobre la Avenida Giamnattasio, vinculados a precios, saneamiento y desagote de 
pluviales. Y después lo que realmente nos molestó al ex Vicepresidente y a mí era que en realidad una 
empresa que ya integraba el consorcio -que era Amiga Sociedad Anónima- ya había sido condenada en juicio 
por vicios de construcción en el año 2000 por unos complejos que había hecho en el departamento de Treinta 
y Tres. Hubo una sentencia de primera instancia en setiembre de 2000 y el Tribunal de 2* Turno de Treinta y 
Tres había condenado en un 40% a Amiga S.A., en un 40% a la Intendencia de ese departamento y en un 
20% al Banco Hipotecario, básicamente en el Banco Hipotecario por la omisión de cuidar que la obra fuese 
bien hecha. 


En abril de 2004, el Tribunal de Apelaciones confirma parcialmente la sentencia y hay una parte que levanta, 
pero mantiene la responsabilidad de vicios de construcción en el caso de Amiga S.A. Esto implicaba que de 
alguna manera se había estado trabajando con una empresa que no era excelente. Inclusive, había habido 
problemas con otros complejos más; recuerdo al menos dos casos, uno en Montevideo, el CH 277 y el 284 en 
la Aguada que habían sido licitados y ganados por Nelory en su momento. Nelory era una empresa 
constructora que había quebrado y habían hecho cesión de contratos, no recuerdo si a favor de Barboni 
Construcciones o José Fernando Barboni Construcciones, que fueron en el año 2002. Esas cesiones fueron 
autorizadas, pese a que existía esa sentencia de setiembre de 2000. De todo esto me fui enterando -no puedo 
hablar por los demás- cuando estuve en el Banco, porque en SADUF de eso no nos enterábamos. 


Nunca tuve tirria a nadie y lo único que me molesta profundamente es la falta de honestidad en las 
actuaciones de cualquier tipo. Eso sí me molesta profundamente. En mi casa tuvimos la mala suerte de que 
mi madre -no por viudez-, se quedara sola con tres hijas cuando yo tenía dos años, y nos crió muy bien a las 
tres, sola, porque ella es argentina y toda su familia estaba en Argentina -de hecho, yo nací en Argentina, 
igual que mis dos hermanas, pero como mi padre es uruguayo, tengo la doble ciudadanía-, y desde chica 
empezamos a trabajar para ayudarla a sostener el hogar. Cuando era chica di clases de guitarra, vendí camisas 
bordadas, que bordábamos con mi hermana, y no tengo absolutamente ningún reparo en decirlo, porque me 
parece que cualquier trabajo es honesto y si uno tiene que hacer lo que tiene que hacer para dar de comer a su 
familia para ayudarla, es correctísimo. Por eso digo con orgullo que siendo muy chicas colaboramos en lo 
que podíamos para sostener el hogar y sabíamos hacerlo. Después que entramos en la Facultad, pudimos 
conseguir otro trabajo un poco mejor y luego pudimos seguir colaborando. Es más: sigo viviendo con mi 
madre. 


En principio, no le tengo tirria a nadie; no tengo preconceptos ni prejuicios contra nadie pero sí -y eso lo 
reconozco- me molesta profundamente y no tolero, y mucho menos en el sector público, la falta de claridad 
en los actos y en cualquier tipo de convenios. Reconozco que yo no era proclive a llegar a ningún acuerdo, y 
ya estoy hablando del Banco con el señor Barboni, por todos los problemas que tenía en el Banco. Teniendo 
en cuenta la posición de otros integrantes del Directorio, nos avinimos a conformar una Comisión que tratara 
de llegar a un acuerdo, que no integré por obvias razones, porque prefería no hacerlo para no sentar un 
precedente -dado que me constaba que el señor Barboni tampoco me quería mucho- de que uno llega a 
discusiones que al fin y al cabo no conducen a nada. Pero cuando se quiere llegar a un acuerdo, 
supuestamente ambas partes pierden algo y ambas partes ganan algo. Esto fue imposible; inclusive, había 
técnicos del Banco, como arquitectos y abogados a los que le fue imposible llegar a un acuerdo con esta 
persona. Inclusive, creo que a iniciativa del contador Saxlund se trató de rescindir todos los contratos y hacer 
nuevos llamados para todas esas obras, permitiendo a este grupo de empresas que se volviera a presentar. 
Después nos enteramos que no podía ser así por la sencilla razón de que ya había sido condenado en juicio. 
Fue una situación complicada. En su momento, la suspensión de las obras fue a iniciativa del contador 
Saxlund, lo que yo apoyé, y lo digo sin ningún tipo de problema, porque me pareció que era una buena 
solución. En todos los casos se contó con asesoramiento de Jurídica y de la Gerencia Arquitectura del Banco, 
las que en todos los casos constataban inclumplimientos notorios, a su entender, de esta empresa con respecto 
a los contratos. 


Esto era lo que quería comentar en términos generales, porque de la lectura que hice me dio la sensación de 
que algún Director creía que de alguna manera yo tenía una predisposición contra este grupo de empresas. 
Vuelvo a insistir: nunca conocí al señor Barboni hasta ese día en que se abre la licitación; esa fue la primera 


vez en mi vida que lo vi. Creo que la segunda vez que lo vi fue cuando hizo el pago de los US$ 250.000 por 
el adelanto de la compra de la playa de maniobras y, por lo que tengo entendido, después nunca hizo ningún 
pago adicional. Creo que después fue llamado una vez al Banco, en Comisión General, con todos los 
integrantes del Directorio, y no sé si alguna vez más. 


SEÑOR BERNINI.- Me sumo a las palabras del señor Presidente en cuanto a que lo que parecería ser 
algo normal, lamentablemente no siempre se da. Cuando una Comisión parlamentaria invita a 
participar a distintos actores porque está investigando determinados hechos que de alguna manera 
tuvieron cierta responsabilidad en el período en cuestión, y sobre todo a aquellos que tenían 
responsabilidades de carácter político -muchos de ellos hasta pasaron por esta Casa-, debo decir que 
lamentablemente son más los que no vienen que los que vienen. 


Por lo tanto, como por segunda vez la contadora concurre a este ámbito, seguramente nos podrá ayudar a 
esclarecer algunas cosas que en definitiva son el objeto de esta Comisión. 


Quiero aclarar -a fin de que quede constancia en la versión taquigráfica- que esta segunda convocatoria a la 
contadora Pérez Montero, fue planteada por el señor Diputado Borsari Brenna en particular, y reiterada luego 
formalmente por el señor Diputado Lorenzo, del Partido Nacional. Como es de estilo y por una cuestión de 
procedimiento, cada vez que algún miembro solicita convocar personas o pedir documentación, esta 
Comisión lo hace suyo, y en función de ello es que hoy contamos de nuevo con la presencia de la contadora. 
Es una lástima que no estén presentes aquellos Diputados que fueron los que se sintieron motivados a realizar 
esta segunda convocatoria a la contadora. De todas maneras, voy a introducir algunas preguntas que me 
consta fueron las que se fundamentaron por parte de estos señores Diputados a la hora de realizar la segunda 
convocatoria a la contadora Pérez Montero. Estas están referidas a esa famosa asamblea de accionistas del 
Banco Hipotecario del Uruguay -que surge en varias partes de las intervenciones-, en la que -de acuerdo con 
sus propias palabras y la documentación que tenemos-, se mandata especialmente a los integrantes del 
Directorio de SADUF para que no incurrieran en ningún tipo de negociación que implicara levantamiento de 
acciones judiciales entabladas por SADUF y el Banco Hipotecario del Uruguay contra la empresa del señor 
Barboni. Estos Diputados planteaban que tenían dudas respecto a la legitimidad formal de la validez de la 
asamblea de accionistas. Voy a leer textualmente algunas consideraciones que me parecen oportunas, a fin de 
que la contadora pueda aportar algunos elementos más, si bien ya se introdujo en el tema. 


Concretamente, el señor Fuica Laborde dijo: "Hubo cosas raras. Por ejemplo, un día entré y le pedí a la 
Secretaria que me buscara en la computadora todo lo que se manejaba y me entré a preocupar un poco del 
asunto porque me encontré con que antes del pleito con entrega de la estación a Glenby, ella" -se refiere a la 
contadora- "desde la Gerencia General de SADUF ya tenía conexiones con esa empresa alemana que al final 
era la interesada; ya estaba conversando con esa empresa sin que nosotros lo supiéramos. [...] ella nos metió 
en un pleito en el que participamos y quedó archivado, [...] Allí están todas esas cartas anteriores con esa 
empresa, [...] Ella a Glenby lo tenía acá", -hizo un gesto, agarrándose la garganta- "pero no sé por qué; 
coincidía que los dos eran de Maldonado y no sé si había algo anterior entre ellos, pero que había cosas mal 
hechas, no hay duda". 


(Interrupción de la contadora Pérez Montero) 


——-Ahora le vamos a permitir a la contadora que responda. Yo doy lectura a la versión taquigráfica 
porque quiero que se aquilate nuevamente de qué estamos hablando. 


En otra parte dice: "Sinceramente, eso fue todo lo que pasó. Lo que ella dice en cuanto a que desobedecimos 
a los accionistas, tiene parte de razón, pero fue una cosa mal hecha porque esa reunión con los accionistas la 
realizó a las once de la noche con el síndico y no la comunicó a ningún Director. Los Directores Giuria y 
Ausqui pueden decirles cómo se desarrolló eso, que fue vergonzoso". Y sigue más o menos en ese estilo. 


Voy a hacer referencia a una visión distinta, a cuando compareció el señor Washington Ribeiro, que integró el 
Directorio de SADUF en un momento dado. Cuando le hicimos la misma pregunta, él dijo: "En virtud de que 
el Banco tenía otro tipo de inconvenientes con Glenby S.A., judiciales y no judiciales, aparentemente, el 
Directorio resolvió llevar todos esos juicios -no sé si expresamente, o no- y todo ese conflicto -por llamarlo 
de alguna manera- con Glenby en forma unificada desde el Banco. Eso da lugar a una asamblea de 


accionistas en la cual se nos comunica -por lo menos, yo me siento comunicado- una resolución que poco 
menos nos impide dirigirle la palabra". Y sigue. 


Lo que surge de todo esto -esa era la inquietud del segundo llamado a la contadora- es que, en función de 
determinado tipo de procedimiento establecido en el Estatuto del Banco Hipotecario del Uruguay o en su 
Carta Orgánica -no sé cuál es la norma-, hay un plazo de veinticuatro horas para que sea comunicado al resto 
del Directorio, a los efectos de que tenga validez. En todo caso, el resto de los compañeros pueden 
profundizar un poco más en la parte formal del tema. 


Nos gustaría que abundara en eso. Personalmente, quiero aprovechar la presencia de la contadora -porque 
nuestra responsabilidad nos indica que como parlamentarios podríamos aportar mucho al país en este marco 
de la Comisión Investigadora- para tratar de separar las aguas. Si pudiéramos esclarecer algunos aspectos que 
aparecen turbios, que podrían llegar a cuestionar la ética de algunas personas que participaron en aquel 
proceso, lo podríamos distinguir de la aplicación de concepciones administrativas, que pueden ser opinables, 
en cuanto a si estamos de acuerdo o no. Ese es un primer corte que es obligación de esta Comisión establecer 
porque, en definitiva, se tiene que considerar de otra manera. Por lo tanto, como a mí el tema del señor 
Barboni todavía no me cierra, y estamos esperando que el nuevo Directorio del Banco Hipotecario del 
Uruguay nos entregue una auditoría que venimos reclamando desde hace semanas -se nos ha dicho que está 
en su etapa de culminación-, a cuenta de que nos pueda arrojar más luz sobre este tema, quiero aprovechar la 
oportunidad para hacer algunas preguntas a la contadora en cuanto a lo que ya introdujo en su primera 
intervención. 


Usted nos indica que desde la Gerencia General de SADUF no tenía conocimiento del comportamiento 
empresarial, del "holding" -porque es un "holding"- del empresario Barboni, y que cuando asumió la 
Presidencia del Banco Hipotecario del Uruguay comenzó a develar el manto de lo que significaba su historia. 
Usted hizo referencia a que cuando presidía el Directorio, el Vicepresidente, el contador Gerardo Saxlund, 
planteó la necesidad de revisar contratos y hacer nuevos llamados. Me interesa sobremanera saber cómo se 
votó eso en el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, es decir, quiénes hicieron las mayorías, cuál era 
el comportamiento de los distintos Directores que participaban de lo mismo, si se compartía unánimemente 
esa visión por parte del Directorio que usted presidió y si en algún momento hubo alguna votación. Nos 
interesa sobremanera saber cuál era la visión del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, tanto en lo 
individual como en lo colectivo. 


Por otra parte, usted introdujo con buena memoria algunos complejos habitacionales que estaban a cargo de 
este grupo empresarial. En particular, tenemos como elemento que en determinado tiempo histórico 
prácticamente se acumulaban el 30% o 35% de las obras a ejecutar de todo el Banco. Estamos hablando de 
un porcentaje extremadamente alto y uno asume que por distintas circunstancias las empresas de este grupo 
han tenido pleitos de todo tipo con el Banco; hasta el día de hoy vemos cuáles han sido las frustraciones en 
materia de complejos habitacionales que quedaron a medio construir, con los vicios a los que se hace 
referencia. Basta ir por la Avenida Giannattasio para darse cuenta cómo está uno de esos complejos. Si es 
posible, pediría a la contadora que profundizara sobre algunos aspectos que ya ha mencionado en su primera 
intervención, en particular, a cuando ingresó al Directorio del Banco y empezó a darse cuenta cuál había sido 
el comportamiento de este grupo, de este "holding" empresarial. Me gustaría que nos esclareciera, por 
ejemplo, qué pasó aquella vez que se le pagó por entrega de obra primaria US$ 1:000.000 más. Sé que en 
aquel momento usted no estaba en el Directorio, pero quiero saber qué pasó después cuando ingresó. 
Tenemos entendido que el Directorio de la época no hizo lugar a los informes técnicos respecto a la 
posibilidad de litigar y ganar ese juicio, y perdimos, una vez más, un acuerdo; no cobramos nada como país, 
como Banco. Sería bueno que nos esclareciera su conocimiento sobre este hecho; insisto en que sé que usted 
no estaba en el Directorio pero, luego de asumir, tal vez lo tuvo en cuenta a la hora de analizar el 
comportamiento de este empresario en general. 


Concretamente, me interesa saber cómo era el comportamiento del conjunto del Directorio al momento de 
votar algunas decisiones que implicaron rescisiones de contrato con este "holding" -cuál era la opinión, cómo 
se votaba, si había unanimidades o no en esa visión que usted nos trasladó- y si puede hacer algunas 
consideraciones más en profundidad sobre lo que usted encontró de este grupo cuando asumió la 
responsabilidad mayor a nivel político en la gestión de ese Banco. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Voy a referirme a la famosa reunión, que creo se realizó el 19 de 
octubre de 2004. En la reunión en la que estuvimos presentes todos los ex Directores, menos el ex 
Director Ausqui -quien no concurrió- hablamos de ese tema y debería haber quedado claro que la 
resolución fue tomada por la mayoría. No fue tomada por la Presidenta o por el Presidente del Banco, 
quien en uso de las facultades que le otorga la Carta Orgánica puede tomar decisiones y, luego, en la 
siguiente sesión del Directorio, pasarlas para que sean rectificadas o ratificadas. Esa resolución fue 
tomada por tres miembros del Directorio, incluyendo -obviamente- al contador Saxlund y al 
procurador Delgado. En ese momento -estoy de acuerdo con que era de noche, pero no tanto; no eran 
las diez de la noche; no recuerdo bien, pero serían las siete y media u ocho-, se citó a los Directores 
Giuria y Ausqui, que no estaban; sí estaba el procurador Delgado. Teniendo las mayorías -éramos tres 
y estábamos de acuerdo-, se tomó esa decisión. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Esa decisión fue tomada por mayoría, por tres votos a dos? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Dos Directores no estaban. Ni el doctor Ausqui ni el señor Giuria 
estaban presentes; se citaron, pero no estaban en el Banco. De todos modos, al día siguiente todos los 
Directores de SADUF fueron notificados formalmente por intermedio de un escribano, y nos consta 
que los restantes Directores lo sabían. Tanto lo sabían que nunca pidieron rectificación de esa 
resolución, porque conocían cuáles habían sido las mayorías. En la sesión inmediatamente siguiente, 
nunca pidieron al Directorio que se rectificara o ratificara la decisión que había sido tomada por tres. 
Es más: cuando el ex Presidente de SADUF, doctor Scarone, mandó una nota -creo que fue a los quince 
días-, diciendo que no le quedaba claro el contenido de la "orden" -entre comillas-, estaba la totalidad 
de los Directores -creo que fue el 23 de noviembre; la sesión está grabada-, y en forma específica aclaré 
de nuevo que había sido tomada por mayoría, y ni Giuria ni Ausqui comentaron absolutamente nada. 


Entonces, seguir insistiendo en que fue unilateral, a esta altura me parece realmente un absurdo. Está el acta 
grabada y, además, la grabación de la conversación que se tuvo con los cinco Directores de SADUF y con 
algún asesor que ellos habían llevado. 


Por si todo eso fuese poco, esto me consta porque luego, en el escrito que el actual Directorio del Banco 
mandó a Prevención de Delitos de la Jefatura de Montevideo, se comenta que había un informe del estudio 
Olivera y Delpiazzo -que en su momento realizó la contrademanda contra Glenby S.A.- que establecía que la 
decisión de la asamblea de accionistas había sido totalmente válida y que, por lo tanto, era obligatoria para 
los Directores de SADUF. O sea que ellos mismos ya tenían un informe. No lo digo yo, sino el escrito que el 
actual Directorio del Banco mandó a la Jefatura de Montevideo. No lo estoy diciendo yo; lo dice algo que 
está escrito en blanco y negro. 


No tengo más aclaraciones para hacer sobre esto. Creo que cualquier otra aclaración sería redundante. 


Con respecto al grupo Barboni, hubo una primera instancia -en la época en la que estaba el Director Soria- en 
la que cambiamos una decisión del Directorio anterior, que había aceptado un arbitraje. Él aceptó que había 
sido inducido a error y que creía que el arbitraje era obligatorio. En realidad, el arbitraje no es obligatorio, de 
acuerdo con los pliegos por los cuales se había regido la licitación; no me acuerdo ahora si era de los "A", de 
todos los de Giannattasio. En ese caso votamos tres a dos; estaban el Director Moreira Graña y el Director 
Giuria, quienes votaron en contra. Luego, el Director Soria fue sustituido por el doctor Ausqui y el Director 
Moreira Graña, por el procurador Delgado; creo que esto fue en febrero de 2004. 


SEÑOR MAHÍA.- Quizá por el relato no entendí un punto. ¿Sobre qué tema en concreto se dio la 
votación tres a dos? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- La semana anterior -o algo así- a la que accedimos al Banco, se había 
resuelto aprobar un arbitraje, también por un diferendo con este grupo. Basándonos en informes, 
entendimos que el arbitraje no correspondía, no tenía sentido. Inclusive, en ese entonces la sección 
jurídica del Banco estaba dividida en dos: por un lado, una jurídica y, por otro, el equipo jurídico. 
Generalmente, los informes eran dados por una persona en particular y no por el equipo jurídico del 
Banco. Una de las cosas que hizo nuestro Directorio fue eliminar esa duplicidad y establecer una única 
jurídica en el Banco. Inclusive, propusimos que se trabajara como se hace en consulta de abogados - 


tiene otro nombre; me refiero a cuando todos los abogados son citados para que en conjunto emitan 
una opinión-, porque nos parecía mucho más saludable. 


SEÑOR MAHÍA.- En cuanto al diferendo con el grupo Barboni, ¿sobre qué se planteaba el arbitraje? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No recuerdo exactamente, pero creo que el arbitraje era con respecto 
al saneamiento de los famosos A105, A106, A107 y A108. Ya se había nombrado un árbitro por parte 
del Banco; Barboni también había nombrado uno y faltaba que los dos nombraran un tercero. 


SEÑOR MAHÍA.- ¿El Directorio que usted pasó a integrar, dejó eso sin efecto? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Lo que hicimos fue replantearlo nuevamente, en base a los informes 
que nos proporcionó la Gerencia de Arquitectura. Recuerden que en ese momento -primera semana en 
que asumimos-, hacía siete meses que se había modificado la Carta Orgánica de los Bancos, y se 
dispuso que los funcionarios bancarios no podían permanecer en la institución más allá de los sesenta 
años. Todos los Gerentes de las secciones jurídica y arquitectura del Banco -acuérdense que en ese 
momento la institución no tenía Gerente General porque el contador Pesce había renunciado- habían 
sobrepasado los sesenta años y habían permanecido por disposición expresa del Directorio. Con pesar 
entendimos que para la nueva etapa del Banco necesitábamos consustanciar a la gente con la nueva 
visión y misión del Banco y consideramos que era más sano empezar con gente que había estado más 
abajo y que podía tener una mentalidad más fresca, más abierta. Por lo tanto, en la primera sesión del 
Directorio -a la semana siguiente de que asumimos- citamos a todos los Gerentes y les dijimos que 
íbamos a hacer cumplir el cambio de Estatuto del Banco y que, en consecuencia, a partir de esa fecha 
ellos iban a dejar de pertenecer a la institución. Eso hizo que todos los Gerentes -incluyendo el informe 
jurídico de esa persona. Esa persona también se fue porque ya tenía más de 60 años -era la doctora 
Verderosa-, y se fueron el arquitecto Cirillo, García Percovich, en fin, por citar tres o cuatro; se fueron 
como diez o doce. No fue fácil; reconozco: fue mi primera sesión de Directorio, no fue agradable, pero, 
bueno, entendíamos que era un paso que el Banco tenía, forzosamente, que dar. 


Eso nos permitió contar con informes jurídicos en los cuales la Jurídica del Banco entendió que el arbitraje 
no era obligatorio, como había habido un informe anterior que parecería que hubiera sido obligatorio. Se le 
comentó al señor Soria, se le explicó. Él entendió; inclusive, está en las actas del Directorio. No estoy 
diciendo nada que no esté en las actas, donde él reconoce que fue inducido a error pensando que el arbitraje 
era obligatorio y que si el arbitraje era obligatorio, él se rectificaba y, por lo tanto, votaba en contra del 
arbitraje. 


Ese fue el primer antecedente; luego hubo varios, en general, pero en lo que me pregunta el señor Diputado 
Bernini hubo un cambio de actitudes. También ustedes son conscientes de que en un momento, como dice 
Gerardo -y creo que la gusta decir-, perdimos con total éxito, en la medida en que en algún momento también 
nosotros quisimos rescindir los contratos, directamente, por incumplimiento; todos los contratos con el grupo, 
es decir, perdimos dos a tres. En ese momento ya estaban el doctor Ausqui y el procurador Delgado. 


SEÑOR MAHÍA.- Para la versión: cuando dice Gerardo, supongo que se refiere a Saxlund. 


Segunda cosa: cuando usted perdió la votación en el Directorio, quisiera que nos especificara sobre qué 
puntos concretos y quiénes votaron a favor y quiénes en contra. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Fue precisamente la posibilidad de rescindir los contratos, la totalidad 
de los contratos, de forma tal de hacer nuevos llamados, en fin, porque las interpretaciones que se 
tenían con ese grupo eran permanentes. O sea que no se aplicaba tal pliego, que para el 277 no eran los 
pliegos del 94 sino que eran los pliegos del 86, que con respecto a esto me pagaban en dólares pero el 
pliego no dice en dólares sino en pesos ajustado por IPC, pero se le había pagado en dólares; sin 
embargo, él aducía que se le debía algo. Entonces, era permanente. La obligación de poner, por 
ejemplo, en prevencionistas o en seguridad, que eso lo tenía que pagar el Banco cuando en realidad era 
obligación de la empresa. Y así permanentemente; no había mes o semana en que no hubiera problema 
con esa empresa. Y reitero que, en general, el Directorio fue abierto a todo, tan a todo que en el 


Directorio que presidimos iniciamos investigaciones en las cuales no estaba construyendo el grupo de 
Barboni. O sea, no era un problema del Directorio, de quien habla o de quien fuese con el grupo 
Barboni; era, simplemente, la constatación de problemas permanentes y, en algunos casos, no en el 
caso específico de este grupo, sí en otros en que habíamos detectado, básicamente, en el caso del 
sistema de administración directa, que los costos se iban a las nubes, multiplicando por cuatro lo que se 
había estimado, y también se iniciaron investigaciones en las cuales las empresas no eran propiedad del 
señor Barboni. Vamos a decir las cosas como son. O sea, no era una persecución sino, simplemente, era 
constatación de hechos que de manera permanente se estaban produciendo. Entonces, a instancias del 
señor Vicepresidente, contador Saxlund, se propone la rescisión de los contratos o, mejor dicho, ellos 
proponen llegar a un acuerdo. Nosotros votamos; se vota en contra por parte de quien habla y del 
contador Saxlund, y votan a favor de llegar a un arbitraje el procurador Delgado, el señor Giuria y el 
doctor Ausqui. 


Ese acto es observado por el Poder Ejecutivo, por lo cual se dispone la suspensión de la aplicación del acto 
por dos días y la rectificación del acto. Luego de esa observación que se realiza por parte del Poder 
Ejecutivo, el Directorio se reúne nuevamente y el doctor Ausqui modifica su voto y vota en contra del 
arbitraje. Eso también consta en actas; constan, inclusive, las posiciones del Director Giuria en cuanto a si era 
conveniente o no era conveniente. Es decir, en realidad la observación del acto fue por inconveniente e ilegal, 
las dos cosas. 


SEÑOR MAHÍA.- La contadora ha dicho que eso consta en actas y, obviamente, debe ser así. Nuestra 
pregunta apunta a que alguno de los ex Directores que han sido mencionados han estado aquí 
presentes y en ningún momento dieron esta información a la Comisión. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- En una de esas no se quiso ir hasta tan profundo. Ustedes me están 
haciendo preguntas muy concretas acerca de una situación que fue larga. 


Pero, independientemente, después de esa situación -y eso sí lo quiero resaltar-, hubo un cambio en la actitud 
de uno de los Directores -básicamente, el procurador Delgado-, sospecho que por su vocación jurídica o 
porque tenía algún asesor también abogado, que sospecho que empezó él también a analizar los temas con 
mayor atención, posiblemente, con mayor cuidado, de forma tal de que luego el procurador Delgado, de 
hecho, votaba junto con quien habla y con el contador Saxlund, por ejemplo, como el caso que yo les 
comentaba de la resolución de la asamblea de accionistas con respecto a la prohibición de iniciar cualquier 
tipo de tratativas con Glenby. Es decir, reconozco que era una situación bastante complicada, porque era 
complicada; eran muchos los contratos que se tenía con esta empresa. La empresa, acuérdense, tampoco 
estaba afiliada a la Cámara de la Construcción, no se había afiliado al convenio de pago que se había hecho 
entre el Banco Hipotecario y la Cámara; entonces, estaba aislada del resto del convenio, lo cual planteaba 
problemas adicionales para el Banco y para él. Es decir, era una situación realmente bastante complicada. 


En todos los casos -reitero- existen antecedentes, informes de la Gerencia de Arquitectura, informes de la 
Gerencia Jurídica. En ese momento el Gerente a cargo era el doctor Agorrody; lamentablemente, el doctor 
Agorrody el año pasado tuvo un problema muy serio de salud y creo que no va a poder volver al Banco, 
lamentablemente, porque es una excelente persona y un excelente profesional. Pero quedaron los doctores 
Bragard y la doctora Maruri que, de los que conocí, la verdad, me merecen total confianza y respeto. 


Con respecto a lo que me comentaba el Diputado Bernini acerca del tema de un pago adicional, creo que 
hubo un informe de la doctora Molinelli, que estaba muy bien hecho, realmente -vuelvo a insistir: no soy 
abogada, pero uno ve la consistencia; no sé, a mí me pareció muy fuerte, muy bien hecho-, en el cual ella 
entendía que, obviamente, los derechos eran del Banco y que tenía todas las probabilidades de ganar. El 
Directorio de ese entonces -creo que fue en el 97 o 98; no recuerdo bien ese momento- decide llegar a un 
acuerdo con el señor Barboni. 


SEÑOR BERNINI.- Para nosotros es muy importante saber cómo se resolvía este tema, cómo se 
dirimía en la conducción del Banco, en el Directorio del Banco. Usted me decía que, de acuerdo con lo 
que usted pensaba y que el propio contador Saxlund, el Vicepresidente, pensaba, ustedes pensaban que 
lo mejor para salvar los intereses del Banco era rescindir esos contratos. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Rescindir y hacer un nuevo llamado. 
SEÑOR BERNINI.- Eso no lo pudieron lograr... 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No. 


SEÑOR BERNINI.-...porque no tuvieron la mayoría. Por lo tanto, llegaron al extremo de parar las 
obras. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Las obras ya estaban suspendidas. 
SEÑOR BERNINI.-Y se definió parar las obras, consolidando esa suspensión. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Claro, el tema es que las obras ya habían sido suspendidas y no 
queríamos permanecer en ese limbo en el que las obras estaban suspendidas, aduciendo por 
incumplimiento; inclusive, hay constataciones de que él realmente no había suspendido algunas, no 
importa. Las obras estaban suspendidas. En el caso de la suspensión, el costo del capataz y el sereno 
corre por cuenta del Banco; no eran costos altos pero, de alguna manera, eran costos. La situación era 
que había un limbo -como en su momento señalaba el contador Saxlund- administrativo, en el que 
había una cantidad de obras que estaban suspendidas. Y la peor de las situaciones era, a nuestro 
modesto entender, que no se resolviera de alguna manera, en la medida en que se había intentado 
llegar a algún acuerdo y ello era imposible -por los comentarios que nos había hecho esa Comisión que, 
reitero, estaba integrada por técnicos del Banco- porque en cada etapa el señor Barboni pedía algo 
más; en vez de bajar sus pretensiones, las aumentaba. La propuesta que había hecho en su momento el 
Vicepresidente, contador Saxlund, era: rescindamos todos los contratos y llegado el caso hagamos 
nuevos pliegos; si los pliegos son tan confusos que dan lugar a malas interpretaciones permanentes, 
revisemos los pliegos, veamos que hay de conflictivo en los pliegos, analicemos los pliegos, hagamos 
nuevos pliegos y hagamos un nuevo llamado y que la empresa se presente pero con nuevas reglas de 
juego en las que, de alguna manera, se separen las discusiones del pasado de las del futuro. Se quería 
separar, de algún modo, las discusiones del pasado -para ver si se podía arreglar, a través de juicios o 
de lo que fuese- de las discusiones del presente porque, si no, la peor de las situaciones era que las 
obras quedaran ahí. Después se iba a analizar si en algunos casos se requería seguirlas o no; algunas, 
realmente, era necesario que se continuaran. Lamentablemente, esa solución no se pudo concretar y las 
obras quedaron suspendidas. 


SEÑOR BERNINI.- ¿En algún momento el Directorio no funcionó por un período más o menos 
ordinario -por llamarlo de alguna manera-, consecutivo? ¿En algún momento el Directorio funcionó 
con menos cantidad de sus integrantes designados por un período determinado, a posteriori de esta 
situación? Es decir, ¿necesariamente funcionó con menos de los cinco miembros? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- El período que recuerdo, que también es público, fue en diciembre de 
2003, en que ya se había decidido la suspensión de las obras, cuando el doctor Moreira Graña se había 
retirado del Directorio y el señor Soria también; por lo tanto, éramos tres miembros. Creo que el señor 
Giuria, por varias razones no pudo concurrir durante tres sesiones y se pidió al Poder Ejecutivo que 
nombrara en forma interina a un tercer miembro, porque de lo contrario no teníamos quórum para 
sesionar. En aquel momento, fue nombrado el doctor Vieytes, que en ese entonces era Vicepresidente 
del Banco Central, quien integró el Directorio del Banco creo que el 28 o 29 de diciembre de ese año 
para hacer quórum. Inclusive, en esa fecha aprobamos el plan de negocios del Banco. 


SEÑOR MAHÍA.- Por lo que escuché, me parece que hay pendiente alguna respuesta de lo preguntado 
por el señor Diputado Bernini. 


En las actas a las que usted tuvo acceso, un ex Director de SADUF mencionó que usted tenía -según él- algún 
tipo de vinculación o relacionamiento con un grupo alemán que estaría interesado en el tema de la posible 
explotación económica de esa iniciativa. Quería ratificar la pregunta de si eso era así o no, si existía algún 
tipo de vinculación. 


Me estoy basando siempre en las informaciones que a esta Comisión le han dado ex Directores de SADUF y 
no haciendo juicios personales. 


La segunda pregunta refiere a cómo fue, a su juicio -ya en su carácter de Directora del Banco, en su 
momento- la evaluación en cuanto a la contratación del estudio Olivera-Delpiazzo. Es decir, si participó de 
esa iniciativa ¿cuáles fueron sus fundamentos? Sabido es que, por lo menos en algunas etapas, este mismo 
estudio también fue asesor o representó a la contraparte en juicios contra el propio Banco Hipotecario. 


Con respecto a este capítulo, quisiera hacer dos preguntas finales. Como Gerenta General de SADUF -si es 
que en ese momento estaba en el cargo-, ¿cuál fue su opinión con respecto a la contratación por parte del 
Directorio de SADUF de esa empresa que se hizo cargo de espectáculos artísticos y demás en la Estación 
General Artigas? Por la información brindada a esta Comisión, se presentaron una serie de cheques, pero 
después ninguno pudo ser respaldado. Según un ex Director, el Ministerio del Interior de la época nada hizo 
al respecto y, efectivamente, el ex Director Abdala sostuvo aquí que la garantía era su libertad y no había otra 
garantía por todos los cheques que se presentaron. 


Quisiera saber si usted tuvo que asesorar, y si se le pidió opinión, cuál era, porque eso representó -esto sí es 
una afirmación de mi parte- un perjuicio para el Banco y, a la larga, para el Estado, ya que la falta de 
previsiones llevó a que en términos económicos se perdiera dinero. 


El otro tema está vinculado al concesionario del restorán "Del Ferrocarril". Me refiero a la operativa de 
cesión del predio a quien iba a ser luego ganador, como único oferente; y allí estaba el restorán "Del 
Ferrocarril", que aún tendría vigente un contrato y tampoco se tomó previsión, lo que generó dificultades 
para el Banco Hipotecario en ese momento. 


Esas son las preguntas iniciales. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Voy a empezar por las más sencillas, que son la tercera y la cuarta. No 
estuve en ninguna de las dos; tan simple como eso. 


El asunto del restorán de AFE estuvo dentro de la órbita directa del Banco Hipotecario, porque el Banco lo 
arregló antes de que se creara SADUF. Por lo tanto, la responsabilidad o no responsabilidad o los problemas 
que hubo con cómo se trató con el restorán fueron anteriores, en la medida que cuando nosotros llegamos el 
concesionario, ya no estaba. Por lo tanto, no tengo ni idea de lo que pasó. Sí me consta -porque me comentó 
un arquitecto de SADUF que fue a revisar- que se habían llevado hasta los adminículos del baño. Es lo único 
que me consta. Pero, reitero, fue previo a que nosotros asumiéramos en SADUF; fue una negociación cuando 
el Banco Hipotecario... Acuérdense que fue el Banco Hipotecario y no SADUF la que compró la Estación 
General Artigas a AFE. La pagó el Banco Hipotecario, la negoció el Banco Hipotecario y los contratos fueron 
hechos entre el Banco Hipotecario y AFE, no fueron hechos con SADUF. Lo que hubo después fue una 
cesión, mejor dicho una capitalización de SADUF por parte del Banco Hipotecario, entregándole la 
propiedad de la EGA y de la playa de maniobras. Ese fue un contrato entre el Banco Hipotecario y AFE, 
negociado entre el Banco Hipotecario y AFE, así que yo no puedo opinar de algo que no conozco. 


Con respecto al tema de lo que el señor Diputado comenta, tampoco, porque en ese entonces ya estaba en 
funciones de Presidencia del Banco Hipotecario y, por lo tanto, esa era responsabilidad del Directorio de 
SADUF en cuanto a ver si se podía o no. Me consta que en su momento se había hecho una consulta en 
cuanto a si, desde el punto de vista jurídico, se podía hacer una concesión. Creo que la respuesta era que sí, 
en la medida que no implicaba la entrega definitiva de los bienes. Creo que en ningún caso se nos pidió 
opinión -de lo que yo recuerde- de si era correcto o no el contrato. Sé que en algún momento se planteó la 
necesidad de las garantías -porque después se nos dijo-, pero en ningún caso se nos pidió opinión o consulta 
formal desde el punto de vista jurídico, etcétera. 


SEÑOR MAHÍA.- A fin de aclarar el punto. Con respecto al restaurante, es una decisión que tomó el 
Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay anterior a la creación de SADUF, en todos sus términos. 


Con respecto al segundo punto, queda claro por su afirmación que la responsabilidad de los términos del 
contrato con esa empresa que usufructuó una concesión, con una modalidad de recibir cinco o seis cheques 


sin garantía real y sus consecuencias, fue directa y exclusivamente del Directorio de SADUF de la época. ¿La 
respuesta es afirmativa? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Sí. 


Con respecto a no sé qué relación con el Estudio Olivera- Delpiazzo, de alguna manera, quien seleccionó el 
Estudio fue el Directorio de SADUF, aunque no sé si en la persona del doctor Abdala o de la totalidad del 
Directorio. En lo personal, me enteré a posteriori de que anteriormente ese Estudio había hecho alguna 
defensa del Grupo Barboni con respecto al Banco. Esto no quiere decir que ese Estudio no haya hecho una 
muy buena defensa de SADUF en su momento. Por lo que tengo entendido, ha hecho una muy buena 
defensa. No sé si el Estudio sigue trabajando en este momento o si el Banco asumió las funciones desde el 
punto de vista jurídico, pero me daba la sensación de que era un Estudio que realmente se estaba 
preocupando mucho por los derechos de SADUF con respecto a Glenby S.A. 


SEÑOR MAHÍA.- La pregunta es para aclarar los términos concretos de cómo se dieron las cosas. 


De paso dejo constancia de que, a juicio de esta Comisión o de quien habla, nada tiene que ver la labor del 
Estudio Jurídico Olivera-Delpiazzo, sobre el que no hago juicio de valor alguno. Digo esto porque después 
viene alguna empresa con algún tipo de aprehensión. Quiero dejar claro esto antes que nada. 

Por otra parte, este Estudio Jurídico Olivera-Delpiazzo fue informado al Directorio del Banco como el que 


debía llevar adelante la defensa de los intereses de SADUF. Posteriormente, ustedes toman conocimiento de 
que este mismo Estudio Jurídico había defendido a la parte litigante en otras oportunidades. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Por lo menos en una. 
SEÑOR MAHÍA.- ¿Esa es la cronología de los hechos? 
SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Sí. 


SEÑOR MAHÍA.- Perfecto. Estos son los datos que quería saber. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No voy a hacer una defensa del Estudio Jurídico Olivera-Delpiazzo, 
porque no me corresponde. 


SEÑOR MAHÍA.- Por las informaciones que tenemos, el Estudio Olivera-Delpiazzo hizo un trabajo 
profesional y serio. Lo que nosotros estamos analizando aquí, obviamente, es la conducta de los 
funcionarios públicos al frente de organismos del Estado o derivados de este, y no la actuación de 
empresas particulares en general. Por lo tanto, lo que haya hecho el Estudio Olivera-Delpiazzo va de 
suyo; no de esta Comisión. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Con respecto a la vinculación de los alemanes, la única vinculación 
que tuve fue la de mandar una nota en función de e-mails que ellos habían remitido a SADUF. No fue 
por mi conocimiento; no lo conocí. Creo que fue solo una vez cuando vino a Montevideo el señor 
Arraburu -creo que se llamaba así-, porque era uruguayo, pese a que trabajaba en Alemania. Fue 
citado inclusive al Directorio y a esa reunión fui invitada a participar a fin de escuchar. En todo 
momento, se le dijo por parte de los integrantes del Directorio cuál era la situación jurídica que se 
tenía con respecto a los predios. Se le transmitió que la idea podía ser interesante pero que, 
lamentablemente, estábamos en un problema en donde había una licitación que había sido concedida. 
Entonces, si bien podía ser muy interesante la idea, en esas condiciones..., salvo que él estuviera 
interesado en hacer algún acuerdo directamente con Glenby S.A. para que le hiciera alguna cesión de 
los contratos. 


Esta fue mi única intervención y creo que en algún momento, por disposición del Directorio, le remití una 
carta en esos términos. Nada más. 


No conocí al señor Arraburu salvo cuando se presentó esa vez en el Directorio de SADUF y luego está la 
nota que le remití en esos términos. 


Sí me consta que hubo e-mails que el señor Arraburu mandaba a SADUF. Después de que me retiré de 
SADUE, no sé cómo continuaron las conversaciones que luego se mantuvieron con ese grupo u otros. En su 
momento, cuando el Directorio de SADUF fue al Banco Hipotecario del Uruguay, en noviembre de 2004, 
señaló que había tenido algún tipo de relacionamiento. Realmente, no sé qué relaciones hubo. En el momento 
en que yo estuve, las relaciones fueron de ese tipo. Se trataba de una persona a la que le interesaba el predio, 
porque eran seis hectáreas en una parte de Montevideo que le interesaba, muy cerca del centro, pero 
lamentablemente existía una licitación que había sido concedida, que ya había sido ganada, y la situación no 
era de otra manera. 


SEÑOR MAHÍA.- Si no tiene más comentarios sobre las preguntas realizadas, pasaría a formular 
otras. 


Cuando estaba en el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, en la parte final, ¿tenía conocimiento de 
las argumentaciones que el Directorio de SADUF sostenía para terminar con Glenby S.A, es decir, para 
desestimar el juicio? ¿Usted tiene elementos de por qué el Directorio de SADUF iba en la dirección de 
desestimar el pleito con Glenby S.A? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No tengo conocimiento de cuáles eran las razones por las cuales 
decidieron desacatar una orden directa del mandante. Obviamente, no quiero presumir tampoco 
intencionalidades porque no me corresponde. Creo que eso se puede dirimir en otra órbita. Yo no estoy 
en condiciones de poder emitir opinión. Puedo tenerlas, pero como no tengo pruebas me las voy a 
guardar. 


SEÑOR MAHÍA.- Como todos sabemos, en estos litigios que aparentemente son varios que tiene el 
Banco Hipotecario del Uruguay con este grupo empresarial están en juego cifras muy importantes 
para el Estado. Obviamente, nos va quedando claro -quisiera que si es así usted ratificara su opinión- 
que el Estado efectivamente cumplió con Glenby S.A en lo que era su responsabilidad a la hora de ser 
responsable -valga la redundancia- y de mantener los contratos vigentes. Me estoy refiriendo sobre 
todo a lo que pasó en ese episodio en la estación de ferrocarriles a la que usted aludía. ¿Usted ratifica 
en esos términos que eso haya sido así? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Lo que dije acá está ratificado por dos actas. No es que yo lo diga. 
Hay dos actas, una de la hora 12 y 30 y otra de la hora 22, levantadas por escribano, en las cuales 
consta que lo que acabo de decir fue como fue. Simplemente se les pide y la tienen. 


Es decir, no voy a argumentar -como creo que argumentó el Estudio Olivera-Delpiazzo cuando hizo la 
contrademanda por rescisión y por daños y perjuicios- que si una persona va a asumir de buena fe la 
propiedad de seis hectáreas y de la estación General Artigas, que debe tener aproximadamente 25.000 metros 
cuadrados, vaya él solo con un escribano. No sé. Me parece difícil. 


Este es un tema que está en la órbita de la Justicia. Entonces, yo diría que esta parte -no sé: es mi opinión y 
no puedo influir en el ánimo de los señores Diputados- debería tomarse con mucho cuidado desde el punto de 
vista público, porque está en la órbita de la Justicia, donde hay opiniones vertidas por parte del estudio, que 
se basan en este tipo de consideraciones para decir si hubo buena o mala fe por ambas partes. Yo puedo dar 
mi opinión personal; vuelvo a insistir: por las actas, era obvio que si cualquiera quería asumir la tenencia de 
la playa de maniobras y de la Estación General Artigas -donde no había llevado obreros, no había llevado 
para levantar inventario- el que hubiera tres vagones, no le importaría mucho. Además, los vagones se fueron 
antes de las ocho y media: a esa hora ya no había vagones en la vía. Del acta no se levanta ninguna 
constatación de que hubiera ido un camión para levantar las vías en la playa de maniobras, por ejemplo, no 
había nada. Esa es mi opinión. 


Reitero que este es un tema que está en la órbita de la Justicia, donde se están planteando puntos de vista de 
ese estilo. Puedo dar mi opinión; pero es obvio que si yo no llevo a nadie para que me levante inventario, no 


llevo obreros para que levanten la vía y no llevo nada, solamente un escribano, si actúo de buena fe me 
parece que me sería indiferente que hubieran tres, diez o quince vagones y cuatro locomotoras. 


SEÑOR BERNINI.- Entiendo la delicadeza del tema; hay una causa a nivel de la Justicia. 


No es la primera vez que voy a plantear el tema en estos términos, ante algunas apreciaciones que se han 
dado. Coincido en cuanto a la voluntad real -es una opinión-; lo que consolida esa falta de buena fe es que fue 
reconvocado a las diez de la noche; si realmente hubiera tenido interés en asumir esa propiedad, directamente 
no hubiera concurrido. 


Para abundar sobre el tema, una vez más insisto en la necesidad de tener la auditoría consolidada sobre el 
análisis del comportamiento del "holding". En definitiva, creo que es un elemento determinante, también a 
ese nivel, el comportamiento histórico de las distintas empresas del grupo. Cada vez confirmo que, 
objetivamente, se trata de una empresa constructora -esta es una opinión subjetiva y me hago cargo de ella-, 
que en forma permanente acudía a las chicanas posibles dentro de las licitaciones, los pliegos, los contratos, 
etcétera, más que para construir para tratar de sacar dinero. Reitero que esto corre por cuenta mía y me hago 
cargo. 


SEÑOR MAHÍA.- Para abundar en la línea de razonamiento del señor Diputado Bernini, tengo un 
documento que estoy empezado a leer, que abona en la dirección de lo que acaba de afirmar el señor 
Representante. 


Aquí se afirmó que el señor Barboni no era un individuo con una empresa o un grupo, pero en el Banco 
Hipotecario del Uruguay hay una serie de informaciones que así lo determinan. Lo que llama mucho la 
atención es que, con la experiencia que durante tantos años tuvieron distintas Administraciones con esta 
empresa, haya tenido tanto "éxito" -entre comillas- en la cantidad de obras que se le adjudicaron a lo largo 
del tiempo. En este sentido, voy a dar algunos ejemplos para que la Comisión esté ilustrada. Hablaré del 
departamento de Canelones, por el que he sido electo. 


En cuanto a los complejos de Canelones, en la Ciudad de la Costa al norte -me refiero a CHA 105, CHA 
106, CHA 107 y CHA 108-, se expresa: "edificaciones contiguas que, en puridad se trata de un solo 
emprendimiento urbanístico en sí mismo por la entidad y el lugar de implantación, aún cuando fueron 
contratados por cuatro personas jurídicas distintas pero componentes del mismo grupo, revela el modo 
operando de este Grupo y permite calificarle de tal.- Veremos asimismo cómo este Grupo utiliza la personería 
jurídica para evadirse de las limitaciones del Pliego de Condiciones que rigió la Licitación Pública". Se habla 
de un total de quinientas viviendas, "300 en la Ciudad de la Costa, 10 en predios sobre la Ruta 101, y 210 en 
diferentes ciudades del Departamento". Estamos hablando de todo el departamento de Canelones. 


En cuanto a la experiencia con un terreno, se expresa en el informe: "Las ofertas presentadas por empresas 
pertenecientes al grupo Barboni, fueron consideradas inviables [...]" y se dice que por ejemplo que el precio 
del terreno era 2,84 veces o 284% por encima de la tasación del Banco. También se menciona: "La alta 
incidencia del precio del terreno en relación al costo total de las obras proyectadas [...]", así como "dos 
ofertas por parte de una misma empresa y con tal número de viviendas (entre 68 y 74 unidades) que de 
acuerdo a lo establecido en las Bases, sólo permitirá la asignación del 50% de las propuestas presentadas". 
Otros puntos que se mencionan son: "La situación catastral del predio, cuya viabilidad queda considerada a la 
aprobación por los Organismos competentes del fraccionamiento proyectado y a la consecuente concreción 
de las obras de apertura de calles, red de agua potable y red de energía eléctrica.- La propuesta constructiva 
no tradicional, carente de verificaciones y certificaciones [...].- La resolución propuesta para el tratamiento de 
aguas servidas, con fosa séptica común y drenes, sujeta a la aprobación municipal y con situación 
previsiblemente problemática en relación a la disposición final de líquidos para una cantidad tan importante 
de viviendas". Quienes somos del departamento de Canelones, y los que pasan simplemente por ahí, sabemos 
que eso era altamente visible. 


Otro punto al que se alude es el siguiente: "La rigidez del partido [...] adoptado para el ordenamiento 
urbanístico, mostrando un escaso vínculo con la topografía del terreno y con una dispersión de servicios 
comerciales que responde más a la necesidad del fraccionamiento en 8 ofertas que a la lógica funcional del 


conjunto [...]". Si cualquiera de nosotros en estos días de lluvia pasara por ahí, hoy simplemente con mirar 
esto, podría comprobar estos hechos. 


También se expresa: "La rígida formalización de las tipologías adoptadas [...] agravada por su repetición [...] 
en un área de casi 10 hectáreas". 


Y aquí voy a leer el siguiente informe: "Ya había sido inquietud del Directorio del Banco el precisar el 
alcance de los asesoramientos del Jurado". Y adviértase lo que se dice: "Por orden verbal de la Presidencia, 
siga a informe de la Secretaría General Letrada a efectos de precisar el alcance de los asesoramientos del 
Jurado y de la Comisión Asesora de Adjudicaciones" [...]. 


Y la respuesta del doctor Ángel Landoni Sosa dice así: "Los dictámenes del Jurado y la Comisión Asesora de 
Adjudicaciones no son -jurídicamente- vinculantes para el Directorio del Banco.- Pero, si la resolución de 
Directorio que adjudica una resolución, se aparta de esos dictámenes [...] deberá fundamentar su decisión y 
solo podrá hacerlo en caso de que los dictámenes de los órganos asesores padezcan de gruesos errores". En 
verdad, uno no ve acá gruesos errores en estos asesoramientos y luego se deja constancia de que "las ofertas 
luego fueron adjudicadas", todas ellas. 


Hay otros elementos fuertes; algunos de los que integraron el grupo de trabajo después fueron testigos de la 
parte demandante. Eso llama mucho la atención: que siendo funcionarios del Banco Hipotecario dieron 
informes para el Banco en ese entonces y después -creo que ya no en funciones o no siendo funcionarios del 
BHU- pasan a ser testigos de la parte demandante contra el propio Banco. Este informe habla de ocho ofertas 
del Grupo Barboni. 


Más adelante se expresa: "Valor del terreno: será determinante a los efectos de la adjudicación que el precio 
del predio resulte del orden del valor de tasación que fije el BHU. La incidencia del precio del terreno deberá 
ser menor al 10% del costo de la obra", pero terminó siendo del 17,3%. 


Luego se pregunta quién se beneficia de que la sociedad compre terrenos a precios sobreinflados y se 
responde: el vendedor. ¿Quién es el vendedor? El señor Barboni, persona física. 


Podría seguir -de hecho voy a continuar cuando precisemos más aún esta información- sobre la situación de 
los terrenos en Médanos de Solymar y en Rocha y con respecto a algunas de las cifras mencionadas por el 
señor Diputado Bernini, que generaron amplios beneficios para esta empresa. Se dice por ejemplo: "que el Sr. 
Barboni compra el predio a un valor del metro cuadrado de US$ 3,46 [...] dieciocho días después vende al 
Banco a razón de US$ 25,64". Se advertirá que esto es contundente con solo escucharlo. Reitero la cifra: 
compra el metro cuadrado a US$ 3,46 y dieciocho días después vende el predio al Banco Hipotecario a 

US$ 25,64. Evidentemente, este señor es muy hábil para los negocios. 


También podemos hacer informes de saneamiento y de la vinculación que tuvo la Intendencia de entonces. 
He visto elementos bastante fuertes. En cuanto a la integración de los consorcios, las personas jurídicas y 
físicas son Amiga S.A. por 74 viviendas en el CH 105, Barboni Construcciones por 74 viviendas en el CH 
106, Consorcio Construcciones Barboni por 68 viviendas en el CH 107 y Consorcio El Pinar por 74 
viviendas en el CH 108. Insisto: es extraño para analizar y para no hacer juicios de valor, no porque no nos 
animemos a hacerlos, sino porque aún no tenemos todos los elementos. Hablo de que gente que cobró 
honorarios por asesoramiento técnico luego fue testigo de la parte contraria y cómo algún Gobierno 
Municipal de la época, a los ojos de este informe, no actuó con toda la cristalinidad que debía hacerlo. 


Luego de esta intervención, mi pregunta es si algunos de estos elementos estuvieron en conocimiento de la 
contadora Pérez Montero a la hora de tomar posición institucional desde su cargo con respecto al grupo 
Barboni, y si está en condiciones de ratificar o rectificar algunas de estas informaciones que he señalado aquí. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Cuando llegamos al Banco, pedimos información de las distintas 
situaciones de las obras. Insisto: nosotros, durante la primera semana, dispusimos el cese de todos los 
Gerentes de más de sesenta años, lo que implicó las secciones Arquitectura, Jurídica, Créditos; en el 
caso de las mujeres, fue a partir de los cincuenta y cinco años. En función de eso se pidió la 
información y nos consta que cuando empezamos a averiguar el tema del saneamiento -en su momento 
me consta que la Intendencia Municipal de Canelones había suspendido las obras, por no 
cumplimiento de ordenanzas municipales- saltó el asunto de que en su momento el jurado no había 


calificado la oferta. Creo que hay informes que nos había dado la Gerencia de Arquitectura, en el 
sentido de que el jurado no lo había autorizado. Obviamente, el Directorio iba a saltar en la auditoría y 
creo que había nombrado una Comisión especial para hacer esos estudios. 


A nosotros nos preocuparon más que nada los temas en litigio, por ejemplo, el saneamiento porque había sido 
pago en dólares y que en realidad, según el contrato, debió pagarse en pesos. También nos preocupaba la 
discusión en cuanto a la servidumbre y la capacidad del saneamiento porque era sobre un terreno al costado 
de los que comenta el señor Diputado, propiedad del señor Barboni. Nos preocupaba ese tipo de situaciones 
porque estábamos en el medio del tema y queríamos llegar a saber qué estaba pasando con ese grupo. Digo 
esto porque desde que llegamos al Directorio no había semana en que el Grupo Barboni enviara cuatro, cinco 
u ocho expedientes. Cada dos semanas más o menos había expedientes que llegaban de ese grupo con 
respecto a situaciones que de alguna manera nuestro Directorio había heredado de épocas pasadas. Era tal la 
preocupación, que a propuesta del ex Vicepresidente, propusimos la suspensión de todas las obras. Los 
nuevos Directores queríamos hacernos la idea de lo que estaba pasando porque con las otras empresas no 
había esos problemas permanentes y con un grupo de empresas sí. Empezamos a analizar las situaciones y 
vimos que todo era muy complejo, que venía desde mucho tiempo. Además, no había acuerdo sobre 
muchísimos aspectos, empezando por ciertas modificaciones de ofertas. Inclusive se presentó la posibilidad 
de modificar la oferta por el 277, lo cual implicaba o no la renovación de los contratos. A su vez nosotros 
hicimos una consulta vinculante al Tribunal de Cuentas para saber si se podía realizar nuevos contratos con 
una empresa condenada en juicio. El Tribunal nos informa en agosto de 2004 que de acuerdo con el 

artículo 43 o 63 del TOCAF -no recuerdo cual de los dos- era imposible hacer nuevos contratos con empresas 
que habían salido con daños para el Estado. Eso nos planteó otro problema adicional que quizás no aclaramos 
bien en la nota, en cuanto a qué pasaba si había que renegociar los contratos y modificar cláusulas de viejos 
contratos. ¿Valía igual la imposibilidad de recontratar inclusive en otras condiciones? Fue por ello que la 
posición del señor Vicepresidente -que yo acompañé- era la de rescindir todos los contratos y empezar de 
vuelta. En su momento, Arquitectura ya nos había dicho que los precios en promedio eran más alto, un 15% o 
17% por encima del resto de las empresas. Se nos dijo que si relicitábamos podríamos obtener precios más 
baratos. Fue una situación realmente muy complicada; no fue sencilla. 


Durante los primeros meses el procurador Delgado -por quien tengo una estima personal muy fuerte- también 
comenzó a darse cuenta de que había cosas complicadas y de alguna manera nos acompañó en esas 
situaciones. Lamentablemente hay una disposición en el último pliego -creo que de 1994- que establece que 
para rescindir en forma unilateral el contrato, el Banco necesitaba la unanimidad de votos. Eso nos pareció 
medio absurdo que figurara en un pliego. 


SEÑOR MAHÍA.- Quiere decir que para que ustedes pudieran rescindir los contratos... 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Hay un pliego que sustituyó al de 1986 para las obras del Banco que 
es el de 1994. Los pliegos de 1994 rigieron para todas las obras posteriores a ese año. Ese pliego incluía 
una cláusula que establecía que para el caso de rescisión unilateral por decisión del Banco se requería 
unanimidad de votos de integrantes del Directorio. 


SEÑOR MAHÍA.- Entonces, de ponerse en práctica esa cláusula y habiendo un solo Director del Banco 
Hipotecario que efectivamente no acompañara, vetaba la decisión de rescindir los contratos. ¿Es así? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Así es, señor Diputado. 


SEÑOR BRENTA.- Esta es una cuestión bastante sorprendente. En realidad, el Banco tiene una Carta 
Orgánica por la cual se establecen las atribuciones del Directorio, entre las cuales estarán algunas de 
carácter general y otras más específicas. Usted nos dice que en el pliego de llamado a licitación el 
Banco se imponía una autolimitante, que era otorgarse el poder de veto para cada Director. Desde el 
punto de vista jurídico -sé que usted no es abogada-, ¿el pliego tiene mayor valor que la Carta 
Orgánica, que no creo que establezca algo por el estilo? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Creo que en su momento hicimos una consulta a Jurídica, y el que 
puede más puede menos. Esto quiere decir que el propio Directorio puede disponer que para un caso 
en particular se requiera unanimidad. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Recuerda cuándo fue? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO. Si el pliego es de 1994, sospecho que tiene que haber sido aprobado en 
ese mismo año, en 1993 o en 1992. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Y qué pasaba en caso de que faltara algún Director? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- No tengo idea, no quiero abrir opinión porque no sé. Hemos discutido 
mucho en el Banco sobre si los Directores se pueden abstener, si es obligación de todos no abstenerse, si 
se requiere unanimidad, si 4 en 4 es unanimidad o si se trata de 4 en 5. Fueron discusiones de, diría, 
nudo gordiano, que más vale agarrar la espada y cortarlas. Jurídicamente es complicado ese tema, 
porque cuando hay una discusión de ese tipo siempre hay doctrinas que dicen que se requiere que sean 
5 en 5 y no 4 en 4, porque si no serían 4 en 5. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien este tema de 1994 está fuera del aspecto de esta investigación, es 
evidente que tiene repercusiones sobre lo que estamos investigando. Lo que le voy a preguntar lo 
podemos averiguar, pero si lo recuerda ya quedaría en la versión taquigráfica. ¿Sabe quiénes 
integraban el Directorio del Banco de aquel momento? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Solo recuerdo a Cersósimo, que en paz descanse. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tomaremos los recaudos para averiguarlo por nuestra cuenta. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR SALSAMENDI.- En las declaraciones, fundamentalmente de los señores Giuria y Moreira 
Graña, y de otras versiones que tenemos, se plantean básicamente dos cosas. En primer lugar, se 
plantea que la autonomía del Banco Hipotecario del Uruguay era relativa -más o menos en esos 
términos está determinado el planteo-, en función de que la mayoría de las decisiones -las que tenían 
obvios impactos económicos o inclusive las que tenían que ver con la política de construcción de 
viviendas- eran tomadas fuera del Banco, a partir de resoluciones del Ministerio de Economía y 
Finanzas, de la OPP y eventualmente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Lo que relatan es que ellos se encontraban -es decir, quienes accedían al Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay y eventualmente en el caso de SADUF por la minoría- en una situación 
por la que el Directorio convalidaba resoluciones aparentemente consensuadas y adoptadas fuera del 
ámbito del Banco Hipotecario del Uruguay. Concretamente, en algún caso señalan que a partir de su 
integración al Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay la situación se modificó de algún modo 
porque usted tenía un relacionamiento más directo, tenía más fuerza -esa fue la expresión utilizada- 
con la OPP y eventualmente con el Ministerio de Economía y Finanzas, y que su función era 
extremadamente limitada con relación a la posibilidad de intervenir en forma efectiva en la Dirección 
del Banco, inclusive en aquellas resoluciones que tenían que ver con el Directorio de SADUF. Quisiera 
consultar qué opinión le merecen estas reflexiones que algunos de estos invitados nos dejaron 
planteadas. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Yo le puedo dar mi opinión absolutamente personal; no puedo hablar 
por lo que sienten otros. 


Reconozco que la Presidencia del Banco Hipotecario del Uruguay no era la actividad económica en la cual 
me hubiera gustado más participar; soy absolutamente sincera. En los últimos años me había dedicado a la 
parte de regulación económica en término de actividades industriales y comerciales. Toda mi vida fui técnica, 
había asesorado y la responsabilidad de un asesor es doble: la responsabilidad personal de no equivocarse y 
la responsabilidad de que la persona a la cual asesoramos no se equivoque. Por lo tanto, de alguna manera se 
me planteaba la posibilidad de equivocarme sola o acompañada, pero bajo mi propia responsabilidad, y 
entendía que podía hacer algo por el Banco, empresa que en principio no quería mucho y a la que terminé 
queriendo muchísimo. 


Por lo tanto, cuando asumí la Presidencia del Banco lo hice bastante inocentemente -lo digo hoy y lo voy a 
decir siempre-, pensando que las reglas de juego eran de otra manera. Sin embargo, lo hice convencida de 
que iba a poner mi mayor esfuerzo y la inteligencia que Dios me había dado para sacar al Banco de una 
situación muy complicada desde el punto de vista económico financiero, no solo por la institución sino por lo 
que podía representar para los ciudadanos uruguayos, que era lo más importante. De alguna manera la 
situación había sido muy perversa por las reglas de juego del Banco. La gente es muy racional, frente a 
normas perversas o no. La gente actúa en función de las normas que se le den. Si la regla es mentir para 
conseguir un préstamo y después si no lo puede pagar no pasa nada, porque nunca se lo vamos a cobrar, la 
gente lo va a hacer. Es tan obvio que no da ni para discutirlo. Esto implicaba un cambio cultural hacia adentro 
y hacia fuera del Banco, para demostrar a los clientes que esa situación iba a llevar a cualquier empresa, en 
particular el Banco Hipotecario del Uruguay, a la quiebra seguro, porque no podía prestar sin recuperar sus 
créditos. Me pareció que era una posibilidad de trabajar muy fuerte, de cambiar cultura y de mejorar el 
mercado de capitales uruguayos, a través de la ley de fideicomiso, de que el Banco participara activamente a 
través de la colocación de carteras hipotecarias en el país y de fomentar el uso de las AFAP. Había una 
cantidad de posibilidades que se podían abrir que eran muy interesantes y beneficiosas para el país, por lo 
que podía sentirme parte de un proceso poniendo un grano de arroz. 


De la misma manera, digo abiertamente que si el señor Presidente de la República, el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento, Territorial y Medio Ambiente, el señor 
Director de Planeamiento y Presupuesto o quien fuera, no hubiera coincidido con la visión que yo tenía del 
Banco, era de ética renunciar. Yo lo hubiera hecho. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer una segunda consulta. Me consta que usted ya se ha referido a 
este tema, pero pretendo aclarar alguna duda. 


Se señala que usted determina la investigación sobre lo ocurrido en algunos complejos habitacionales. En 
cierta medida, esta investigación culmina en el informe de auditoría que, de hecho, es el que ha motivado, 
entre otras cosas, el inicio de esta Comisión Investigadora. 


Quisiera saber cómo surge la necesidad de esta investigación en el Banco, en función -por lo que parece 
surgir- de un informe de auditoría previo. ¿Cuáles fueron los elementos que llevaron a que se tomaran estas 
decisiones? 


Pregunto esto porque -se lo comento- una de las empresas constructoras ha controvertido fuertemente el 
resultado eventual de la auditoría y, además, ha manifestado sorpresa por la existencia de estas auditorías. 
Concretamente, la empresa Apud nos señaló que nunca antes recibió observación de ningún tipo del Banco 
Hipotecario. Inclusive, nos dijo que había tenido calificaciones, que había recibido una nota en la se 
establecía una calificación. Concretamente, nos manifestó que de la planilla de evaluación de la actuación de 
la empresa surgía una puntuación de setenta y ocho puntos, que equivalía a una calificación de casi "muy 
bueno" en el caso de algunos de los complejos habitacionales -en este caso el CH 153- que, a su vez, 
integraban la auditoría y la investigación realizada. 


Quisiera saber -en la medida de lo que usted pueda recordar; francamente, es envidiable su memoria, pero 
también es verdad que no es sencillo recordar cada uno de los detalles- en grandes líneas cuáles fueron los 
elementos que motivaron el inicio de una investigación de este tenor. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Fueron tres hechos, aunque no recuerdo exactamente el orden. 


En primer lugar, se habían recibido observaciones del Tribunal de Cuentas respecto al procedimiento de 
administración delegada. Dado mi perfil y por haber trabajado -sigo haciéndolo- en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, valoro mucho las observaciones del Tribunal de Cuentas. En mi Presidencia no 
quería tener ninguna observación de este tipo, sobre todo, teniendo en cuenta que las observaciones del 
Tribunal de Cuentas tienen que ver con cuestiones de legalidad; uno puede disentir o no en la conveniencia, 
pero no en la legalidad. Honestamente, no quería tener ninguna observación y creo que la mayoría de los 
colegas del Directorio tampoco. 


En ese momento comenzamos a analizar qué pasaba con el sistema de administración delegada, que ya había 
tenido algún problema desde el punto de vista jurídico. Esto sirvió para que, conjuntamente con el problema 


jurídico, empezáramos a ver algunas situaciones de complejos de administración delegada. Cuando se pidió 
información a Arquitectura, surgió que obras que en principio habían sido estimadas en seis meses y estaban 
terminadas en un 85% o 90%, en realidad habían demorado tres años y se habían construido casi dos veces. 
Entonces dijimos: "Acá está pasando algo". No soy arquitecta ni ninguno lo era, pero dijimos: "Acá hay algo 
que no cierra". 


Lo segundo -que corroboró esto- fue que tuvimos que fijar los precios de un complejo en Paysandú. Cuando 
pedimos los costos del complejo, vimos que los precios para venderlo implicaban una pérdida del 50% -o 
algo por el estilo, no recuerdo bien- para el Banco. O sea que el precio tenía que ser el 45%, el 50% o el 60% 
del costo de la obra. En este caso también dijimos: "Vamos a analizar qué es lo que está pasando con una 
obra que se puede vender a la mitad del costo de construcción". 


El tercer elemento fue que dentro de la Auditoría del Banco no había ningún arquitecto. Entonces, decidimos 
introducir en la Auditoría Interna del Banco una sección de arquitectura, que hasta ese momento no existía. 
Se lo planteamos al contador Sauleda, Gerente de Auditoría -creo que sigue ocupando este cargo-, y estuvo 
absolutamente de acuerdo. En consecuencia, se hizo un llamado. Para ser auditor, además de notorios perfiles 
éticos -en los que no vale la pena insistir porque son obvios-, hay que tener condiciones muy particulares. Un 
auditor debe tener sagacidad, meticulosidad y orden para buscar hechos y, además, determinada presencia 
que imponga que pregunte y el otro le responda; asimismo, no le debe importar lo que le pueda llegar a decir 
la otra persona si no le gusta la pregunta que le hizo. Es decir que para ser auditor se necesita un perfil muy 
particular. Tanto es así que fue una arquitecta y, luego, un arquitecto adicional, de mayor jerarquía, porque 
entendimos que estos casos eran tan fuertes que ameritaban reforzar el área de Auditoría de Arquitectura. 


Lo primero que se aprueba es hacer la auditoría de todas las obras de administración delegada. Dijimos: "Si 
hay dos con problemas, veamos todas". En principio, se inició la del CH 153, a la que se refiere el señor 
Diputado. En ese momento, tuve una entrevista con el contador Sauleda y con la arquitecta -cuyo nombre 
ahora no recuerdo-, simplemente porque quería ver cómo estaba yendo la auditoría. No he visto el informe 
final, así que no puedo abrir opinión. En ese momento, había cerca de veintidós o veintitrés preguntas que, en 
principio, no le cerraban a la arquitecta. No le cerraban por términos que, para mí, que no soy arquitecta, eran 
gruesos, bastante gruesos. Me refiero a términos como cemento y ladrillos; no menciono otros porque 
algunos me superaron un poco. El ladrillo es algo común; si uno sabe cuánto vale un ladrillo, cuántos se 
utilizan en un metro cuadrado y cuántos se pueden romper cuando caigan del camión, puede hacer una 
estimación grosera aun siendo contador. 


Por lo que recuerdo, hasta ese momento había situaciones que daban lugar a estudios más profundos, pero no 
sé en qué terminó la auditoría. 


Esas fueron las tres razones que recuerdo nos llevaron a iniciar los procedimientos de auditoría y a reforzar 
dentro de la auditoría del Banco el sector arquitectura que hasta ese momento no existía. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Concretamente, cuando usted dice: "Se reforzó la Auditoría en el sector 
arquitectura", ¿cuál fue el proceso? 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Un llamado interno. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Correcto, que avalaba la idoneidad técnica... 
SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Sí, por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si la contadora quiere decir algo más. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Simplemente, un comentario. 


Si bien fui llamada por ser Gerenta General de SADUF, creo que terminé hablando más como Presidenta del 
Banco. O sea que en ese caso hubieran invitado al resto de los integrantes del Directorio, porque Gerardo -el 
contador Saxlund- también tiene muy buena memoria, y creo que podía haber ayudado. No solamente 


Gerardo; posiblemente varios más podían haber ayudado por lo menos a dar su opinión, que ahora la tienen 
solo bajo mi persona. 


SEÑOR BERNINI.- Ante el último comentario de la contadora, quiero decir que en mi primera 
intervención aclaré que la convocatoria no había surgido precisamente de los Diputados que estamos 
presentes, quienes de hecho íbamos a aprovechar la oportunidad para hablar de otras cosas; por eso 
fue que abundamos sobre todos los temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez más le agradecemos su presencia, que realmente ha sido muy 
provechosa. Su información es muy seria y muy completa, y seguramente va a ser un insumo 
importante para esta Comisión. 


SEÑORA PÉREZ MONTERO.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la contadora Pérez Montero) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Vamos a resolver cómo continuar el trabajo de esta Comisión y reafirmar lo que resolvimos en la 
sesión anterior con respecto a que con la presencia de la contadora Pérez Montero y del otro invitado - 
manifestamos nuestra frustración por no haber contado con su presencia- se cerraba la lista de 
invitados por el tema Banco Hipotecario. Asimismo, vamos a solicitar la información que falta 
enviando los oficios necesarios, tanto a la Suprema Corte de Justicia como al Banco Hipotecario. 
También vamos a realizar las consultas pertinentes con los legisladores del Partido Nacional y del 
Partido Colorado que hoy no están presentes, a los efectos de colectivizar y uniformizar la información 
que pueda faltar. Creemos que no falta nada, de acuerdo con lo que ha transcurrido en las últimas 
sesiones. De todas maneras, en la información que solicitaremos al Banco Hipotecario, vamos a agregar 
lo que nos manifestó en el día de hoy la contadora Pérez Montero con relación al pliego de licitación del 
año 1994 para saber en qué fecha fue aprobado y el contenido exacto del artículo que refiere a la forma 
que el Directorio tenía para instrumentar la rescisión del contrato. 


Entonces, quedo facultado para citar la próxima reunión, luego de realizadas las consultas con todos los 
sectores políticos. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


